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1. INTRODUCCIÓN

En Brasil, los últimos veinte años estuvieron marcados por el bajo crecimiento económico y el estancamiento de la renta per capita, por la llamativa  estabilidad de un perfil de distribución de renta que está entre los peores del mundo y por un proceso de consolidación de la democracia política y de la gobernabilidad, que si bien se presenta muy complicada por un cuadro institucional frágil por otro lado se ve facilitada por la ausencia de divisiones regionales o étnicas relevantes. A estos problemas se suma el agravamiento del problema de la criminalidad y de la violencia en las grandes metrópolis, tema que puede generar en el futuro repercusiones políticas y económicas hasta ahora insospechadas.

No obstante, en este mismo período se redujo la incidencia de la pobreza en la sociedad, el país mantuvo índices elevados de movilidad social ascendente y los bienes de consumo privado y colectivo experimentaron una importante difusión, inclusive entre los sectores  de bajo ingreso.  En la década del ‘90, Brasil inició un importante ajuste en las nuevas condiciones políticas y económicas vigentes en el mundo, como el fin de la Guerra Fría y la aceleración de los fenómenos derivados de la globalización y  la regionalización; como componentes esenciales de este proceso podemos señalar la apertura comercial y financiera, la revisión del papel del Estado en la economía y la participación en el proceso de integración subregional y en otras negociaciones regionales y multilaterales.   

Si bien es cierto que los indicadores macroeconómicos refuerzan la idea de continuidad entre las décadas del ‘80 y del ‘90, un análisis más detenido de la evolución económica, política y social de Brasil en los últimos veinte años muestra variables que permiten una mirada cualitativa más sutil de dicha hipótesis. En efecto, entre las décadas del ‘80 y del ’90,  existen líneas de continuidad y de ruptura, sobre todo en el área económica y, más específicamente, en el terreno de la intervención económica del Estado y de las relaciones comerciales de Brasil con el mundo. 

En el área social, se observan indicios de rupturas positivas en la educación y en la salud, pero el crecimiento de la violencia urbana asociada al fenómeno del crimen organizado, sugiere que dichas rupturas también pueden ser regresivas y conducir a procesos de desorganización social, cuyas consecuencias aún son imposibles de prever. 

El área política parece marcada por un  alto grado de continuidad, a partir de la democratización  a mediados de los años ’80; en este plano prevaleció durante la mayor parte de las últimas dos décadas el cuadro descrito brillantemente por Lamounier mediante la expresión  “parálisis hiperactiva”. También en este caso, se observan rasgos de discontinuidad que no deben desdeñarse: el ordenado impeachment de un Presidente de la República, al comienzo de los años ‘90, los sucesivos episodios de “depuración” del Legislativo y del Ejecutivo y la aprobación, al final de la década, de la Ley de Responsabilidad Fiscal por el Congreso, señalan que el margen de recursos públicos para el uso privado se estrecha gradualmente y que las alternativas políticas representadas por los diferentes partidos y grupos tenderán, si no a convergir, por lo menos a no ampliar sus divergencias. 

Este trabajo pretende discutir la evolución reciente y las perspectivas de la economía y de la sociedad brasileñas,  además de analizar su participación en el MERCOSUR. Para ello, en el punto 2 se analizan los principales desarrollos ocurridos en las áreas económica, política y social, en las dos últimas décadas. En el punto  3 se discute la inclusión de Brasil en el proceso de integración subregional (el MERCOSUR) y en el 4 se hace un balance sintético de la evolución brasileña en los últimos años y se destacan las tendencias alternativas de evolución de la economía y de la sociedad para las primeras décadas del milenio. Finalmente, el punto 5 presenta los comentarios finales del trabajo. 

1. LAS DÉCADAS DEL ‘80 Y DEL ‘90: DOS DÉCADAS DE TRANSICIÓN

2.1. La década del ‘80:  se cierra un ciclo y se agota un modelo 

En contraste con los treinta años anteriores, en que la renta per capita creció anualmente casi 4% (contra el 2,3% de Latinoamérica) los años ‘80 son considerados por muchos como una década perdida, marcada por el bajo nivel de crecimiento económico, por desequilibrios macroeconómicos importantes  –traducidos en el crecimiento exponencial de las tasas de inflación– y por el estancamiento del PBI per capita (-0,4% por año).

También se redujo la participación de la industria en el PBI, la tasa de inversión cayó del 23,6% del PBI en 1980 a 15,5% en 1990 y se registraron tasas negativas de productividad en la segunda mitad de la a década (-0,6% por año)  en contraste con las tasas anuales de crecimiento de alrededor del 6% en las décadas anteriores.  Además, la industria dejó de crecer e invertir en un período en que en el ámbito internacional el sector manufacturero pasó por importantes modificaciones organizacionales y tecnológicas, lo que comprometió significativamente la competitividad industrial en los períodos posteriores.  

La crisis del mercado  cambiario que amenazaba el país en 1980 después de la  segunda crisis del petróleo y de la moratoria mexicana, fue controlada mediante políticas de devaluación, restricciones adicionales a la importación y políticas agresivas de apoyo a las exportaciones, tanto en el plano fiscal como crediticio. Consecuentemente con el resultado de ese conjunto de acciones, el saldo comercial de Brasil pasó de un déficit de U$S 3000 millones en 1980 a un saldo positivo de más de U$S 13000 millones, apenas cuatro años después. 

Por otro lado, y en parte como consecuencia de las medidas adoptadas para evitar la crisis cambiaria, las cuentas públicas sufrieron un severo deterioro. En 1989, el déficit fiscal alcanzaba el 7% del PBI, impulsado también por los dispositivos constitucionales de 1988 que transfirieron a estados y municipios parte importante de los ingresos fiscales federales. 

Los años 80 muestran con notable agudeza que Brasil vivía el fin de una era: la democracia de elites en su última versión, el régimen autoritario instalado en 1964, perdió aliento y legitimidad; y el modelo económico y social tutelado por el Estado generó costos crecientes para mantenerse: el endeudamiento externo, la crisis fiscal y la reglamentación del Estado son manifestaciones de su crisis.

El inventario del antiguo régimen económico era, no obstante, impresionante, al contrario de las experiencias relativamente fracasadas vividas por otros países de Latinoamérica. La renta per capita creció significativamente: en 1930 equivalía al 17% de la renta de EE.UU. y en 1980 trepó al 29% de la misma. Hubo también una notable reducción en los índices de pobreza, proceso en buena parte asociado a la urbanización y a la transformación masiva  de una generación de trabajadores rurales. 

La participación de la industria en el PBI pasó del 19% a casi el 30% entre 1955 y 1990, y el PBI creció 6,3% por año durante el mismo período. Se implementó un complejo y diversificado parque industrial, no obstante ciertos niveles insuficientes de competitividad, y la gama de exportaciones incorporó una amplia banda de productos industrializados. 

Los “débiles eslabones” del modelo eran: -

· Luna actitud no combativa hacia la ineficiencia, 

· la baja competitividad de las empresas, 

· los elevadísimos índices vigentes de desigualdad de la renta, pese a las altas tasas de crecimiento del PBI, de la productividad y del empleo,  y 

· la prolongada vigencia de los indicadores de los índices de pobreza.

En los años 80  el agotamiento del proceso de substitución de importaciones como motor del crecimiento se tornó patente y la capacidad del Estado para dinamizar las inversiones industriales también llegaba a su límite. Además, la intensificación del conflicto distributivo en un contexto de bajo crecimiento, paralizaba la acción del Estado en las esferas de la planificación y de la regulación. En la segunda mitad de la década del  ‘80, el Gobierno Federal anunció  por lo menos ocho diferentes políticas industriales, todas ellas sin mucho asidero en la  realidad. 

En el área social, se registra una relativa estabilidad de los índices de pobreza, interrumpiendo la tendencia de reducción significativa, observada a lo largo de las décadas anteriores. Mientras entre 1970 y 1980 la incidencia porcentual de la pobreza cayó del 68,3% al 35,3 % de la población, entre 1980 y 1985 este indicador se estabilizó, reduciéndose discretamente después para alcanzar el 30,2% en 1990. 

El estancamiento de la renta per capita   y el deterioro de los indicadores de desigualdad de la renta también caracterizaron esta década, que  también fue el período en que crecieron de forma alarmante los indicadores de violencia urbana: entre 1983 y 1989, la tasa de homicidios para el grupo de mayor riesgo –los hombres de entre 15 y 29 años – aumentó 60%. Para algunos autores este aumento de violencia representaba las dificultades de la sociedad urbana para absorber y transformar en ciudadanos a “los bárbaros”, que resultaban productos del elevado crecimiento demográfico y de la rápida urbanización de la población, procesos que  ocurrían en un contexto de elevada desigualdad de la renta y del  surgimiento de un nuevo patrón de criminalidad, el “crimen organizado”.  En este momento, no obstante, y pese al obvio crecimiento de la violencia y las evidencias de su asociación a un nuevo tipo de criminalidad, policy makers  y formadores de opinión se cerraron sistemáticamente  a percibir los riesgos asociados a esta manifestación de falta de leyes y de normas o reglas de organización, así como a  la crisis institucional del Estado que allí se manifestaba. 

Desde el punto de vista de la política, la década del ‘80 estuvo marcada por la crisis del régimen autoritario y por la transición hacia la democracia. Más profundamente, sin embargo, fue un período de crisis de gobernabilidad, que se mantuvo aún después de la democratización: el deterioro del cuadro económico –con estancamiento del PBI y disparo de la inflación–, la crisis profunda del Estado y de sus instituciones y el aumento de los niveles de desigualdad de la renta, formaban el telón de este período en que los diferentes grupos sociales buscaban un nuevo pacto social con bases democráticas. 

Los resultados no fueron buenos: la Constitución de 1988 es una buena síntesis del modelo de solución que surgió de las negociaciones entre las elites  (políticas, empresarias, intelectuales y sindicales). Se trata de un gran conjunto de retazos, en que cada grupo organizado incluyó artículos en defensa de sus derechos y privilegios, sin que ninguno de ellos se preocupara por  la consistencia y la coherencia del conjunto de la obra. Además, “el proceso político brasileño de mediados de la década del ‘80 y comienzos de la década del ‘90, fue una sucesión de generosas iniciativas y contundentes fracasos: un síndrome de parálisis hiperactiva”.

En el origen de este fenómeno político se observan factores estructurales y coyunturales. Entre los primeros se destacan la debilidad y la fragmentación del sistema partidario brasileño –funcional en el período en que servía al equilibrio de intereses regionales– y la tendencia crónica a atribuir a las elecciones presidenciales características de plebiscito. Entre los factores coyunturales, parecen ser los más importantes el carácter excesivamente prolongado y negociado de la transición democrática, la crisis económica del comienzo de la década del ’80, con sus consecuentes impactos sociales, y el agotamiento del modelo de crecimiento tutelado por el Estado. 

A mediados de los años 80 la convergencia de este conjunto de factores generó un cuadro en que los políticos brasileños intentaron “recuperar la legitimidad multiplicando el número de cuestiones sometidas a debate y decisión pública en el medio de una situación económica y social cada vez más adversa”
. O sea, al mismo tiempo que la crisis económica y el agotamiento del modelo de desarrollo reducían drásticamente las alternativas disponibles para los tomadores de decisión, el mundo político multiplicaba propuestas y producía utopías como si todas las posibilidades estuviesen abiertas para el país. Ningún partido o coalición fue, entonces, capaz de identificar cuestiones clave y de jerarquizarlas en una agenda factible.  

En el área de la política económica, la parálisis hiperactiva produjo choques macroeconómicos sucesivos de estabilización y el anuncio de casi una decena de políticas industriales en la segunda mitad de la década. Fue necesario esperar la década del ‘90 para que la liberalización comercial y después la estabilidad macroeconómica comenzaran a definir prioridades y los contornos de una agenda razonable. Aun así, al final de los años 90 el país enfrentaba dificultades para forjar consensos alrededor de ideas como la estabilidad  macroeconómica, la apertura hacia el mundo y la redefinición del papel del Estado. Resumiendo, el nacionalismo y el estatismo están presentes  en el inicio del nuevo milenio, vivos entre los políticos y la opinión pública de Brasil, y alimentando proyectos y propuestas típicas de los años 60 y 70.  

2.1. Años 90: primeros pasos y contrariedades de un nuevo modelo

Cuando se comparan con los resultados de la década del ‘80, los resultados macroeconómicos de los años 90 no se destacan por una clara mejoría. Al contrario, como observan Pinheiro y otros
, “en gran parte, la simple comparación del desempeño macroeconómico del país en los años 80 y 90 sugiere claramente” que ambas décadas pueden ser consideradas como perdidas. Los indicadores claves de la economía, como el crecimiento del PBI, la tasa de inflación y de inversión, la expansión de las exportaciones y la tasa de desempleo,  son indicios de  una continuidad lamentable entre las dos décadas. 

Un único indicador marca, no obstante, la discontinuidad esencial entre las dos décadas: la tasa de crecimiento de la productividad. Fue de casi cero en los años 80 y negativa en la segunda mitad de dicha década, pero alcanzó el 8,3% al año en la década del 90 y es responsable prácticamente de la totalidad del crecimiento del producto en esta década
. Un análisis cualitativo de los indicadores clave de la economía revela otro componente de la discontinuidad en este período de veinte años: cuando se toma separadamente el período 1995-2000, indicadores como la tasa de inversión y las tasas anuales de inflación evolucionan favorablemente, destacándose como resultado positivo la superación del período de inflación elevada.

Pese a las semejanzas en el desempeño de ambas décadas, es innegable que la economía brasileña pasó en los ‘90, por un período de transformaciones estructurales y reglamentarias, asociadas a la revisión de la estrategia de desarrollo y la implementación gradual –y no siempre armoniosa y exenta de conflictos– de nuevos paradigmas de políticas públicas en las áreas relacionadas al comercio y a las  inversiones. La liberalización comercial unilateral emprendida en los primeros años de la década, simultáneamente con la implantación del MERCOSUR, significó una ruptura esencial con el modelo de desarrollo anterior. Sus impactos sobre la industria fueron importantes, así como sobre los flujos de importación. No obstante, solamente en los últimos años parece que se manifiestan los impactos de la apertura sobre las exportaciones.

En el análisis de las transformaciones por las que pasó la economía brasileña en los años 90, encontramos dos factores que tuvieron un rol protagónico en cuanto al impacto sobre el desempeño económico del país en el reciente período: el primero fue la situación macroeconómica y el segundo fue la apertura  hacia el mundo.

La situación macroeconómica se caracteriza por dos períodos cuya línea demarcatoria es el Plan Real lanzado en julio de 1994; posteriormente, la devaluación del real en enero de 1999 inaugura un tercer período cuyas características y principales tendencias apenas comienzan a delinearse.

Desde el punto de vista macroeconómico, el primer período es la prolongación del cuadro heredado del final de la década del 80: 

· tasas crecientes de inflación, 

· fuertes oscilaciones en los niveles de actividad económica acentuadas por la aplicación de programas  antinflacionarios diversos,  

· reducción de la tasa de inversión doméstica  y de la entrada de capitales extranjeros, y 

· pérdida de competitividad de las exportaciones, cada vez más dependientes de la variable de cambio.  

A estos factores  se pueden agregar:

· la desagregación del aparato regulador e institucional del Estado y  

· la “permisividad” en cuanto a la ineficacia y a la revisión de costos volcados a los precios, típicamente asociada a la cultura inflacionaria.

Todo esto llevó a un cuadro de alta inflación y degradación de los condicionantes sistémicos, estructurales y microeconómicos de la competitividad internacional de Brasil.

El segundo período inaugurado con el Plan Real alteró profundamente esta situación, al proporcionar una sustancial ampliación del mercado doméstico en función de la transferencia de renta para las clases más pobres, lo que fue producto de la reducción de los índices de inflación y de la reactivación de los mecanismos de crédito al consumidor. Por otra parte el tipo de cambio determinado por el Plan Real potenció los efectos de una liberalización comercial recién concluida, ampliando los grados de competición en el mercado interno y presionando costos y márgenes de las empresas líderes de diversos sectores, que poseían hasta ese momento  un elevado poder de mercado y que eran price-makers.

El desempeño comercial del país reflejó un crecimiento en el período que siguió a la implementación del Plan Real, reversión del cuadro macroeconómico que  se tradujo en la inserción de Brasil en los planes de inversiones de empresas  y de inversores financieros internacionales. Por lo tanto, podemos concluir que los dos períodos delimitados por el lanzamiento,  presentan características radicalmente opuestas en lo referente al desempeño externo de Brasil, tanto en términos comerciales como en flujos de inversiones internacionales.

No obstante, en el segundo período persistían importantes desequilibrios macroeconómicos, que produjeron gran impacto en las decisiones productivas y de inversión de las empresas. En primer lugar, las tasas domésticas de interés se mantuvieron elevadas y en niveles muy superiores a las vigentes en el mercado internacional durante gran parte de la década. En segundo término, la evolución del cambio entre julio de 1994 y enero de 1999, aumentó en este período los impactos competitivos de la liberalización comercial concluida en 1993. Y en tercer lugar, las fuertes oscilaciones en el nivel de actividad económica en un contexto de comprensión de márgenes por las empresas, que hicieron particularmente difícil mantener las estrategias de crecimiento basadas en el volumen y generaron una constante vulnerabilidad financiera entre las firmas.   

El tercer período fue inaugurado por la devaluación del real en enero de 1999 y sus principales características hasta el momento son el mantenimiento de las tasas de interés en niveles muy elevados en comparación con las tasas internacionales y un proceso de ajuste fiscal basado en gran parte en el aumento de impuestos y, por lo tanto, en iniciativas que impactan negativamente la competitividad de la producción y de las exportaciones brasileñas. La reacción de las exportaciones a la devaluación fue menor y más lenta de lo esperado, al tiempo  que las importaciones se mantuvieron dinámicas. Como consecuencia, el grado de vulnerabilidad externa de la economía brasileña sigue siendo alto, lo que se traduce tanto en la presencia de factores de inestabilidad domésticos o externos, como en el incremento del grado de incertidumbre sobre la posibilidad de  sustentación macroeconómica de un  crecimiento a tasas algo superiores a las medias.

El segundo factor determinante del desempeño de la economía brasileña en los años 90 fue, como ya hemos mencionado, la apertura al mundo mediante flujos de comercio y de inversiones. La liberalización comercial unilateral emprendida en los primeros años de la década simultáneamente con la implantación del MERCOSUR, representó una ruptura esencial con el modelo del desarrollo anterior. Sus impactos sobre la industria fueron importantes, así como sobre los movimientos de importación. No obstante, solamente en los últimos años parecen manifestarse los impactos de la apertura sobre las exportaciones.

La liberalización comercial unilateral iniciada en 1990 y concluida al final de 1993, eliminó una amplia gama de barreras fronterizas no tarifarias  y redujo las tarifas de un promedio superior a 32% al comienzo de 1990, a alrededor del 13% al final de 1993.   

Pero fue solamente con la entrada en vigencia del Plan Real en julio de 1994 y la consiguiente apreciación de la moneda y la expansión de la demanda doméstica, que los efectos de la liberalización comercial se hicieron sentir ampliamente sobre el mercado interno, lo que actuó como un factor de selectividad inter e intrasectorial, discriminando entre empresas y sectores industriales, según su competitividad y su capacidad para adaptarse a un ambiente competitivo.      

La apertura comercial de 1990 impactó a la industria en su desempeño y, con menos efecto, en su estructura. Ya se escribió y se debatió mucho sobre estos impactos; los defensores de la apertura han destacado los efectos positivos sobre la productividad y la eficiencia de la industria, mientras que los proteccionistas han señalado un estado de desindustrialización. No obstante las posiciones, concluida la década de la liberalización ya es posible esbozar algunas conclusiones sobre los impactos de la apertura  y de otros factores económicos  sobre el desempeño de la industria brasileña en los años 90:

· no se produjo ningún proceso amplio o acumulativo de desindustrialización, como vaticinaban los críticos de la apertura comercial, sino que hubo pérdida de valor agregado doméstico, como resultado de estrategias empresarias de superación de ineficiencias estructurales de la industria, heredadas del período de proteccionismo generalizado;

· es innegable, no obstante,  el compromiso del desempeño agregado de la industria en términos de crecimiento del producto, de inversiones y de exportaciones. Los factores relacionados con los desequilibrios macroeconómicos que se mantuvieron antes y después del real –y no la abertura comercial– parecen haber desempeñado, en este caso, el papel central; 

· la producción industrial creció de modo sostenido sobre todo por los lucros de la productividad, pero la industria produjo desempleo  en la década del 90, en contraste con lo que ocurrió en Brasil hasta final de los años 70, en que se verificaron crecimientos simultáneos de la productividad del trabajo y del empleo industrial;

· hubo un aumento considerable de la participación de empresas transnacionales en sectores como los de alimentos, electrodomésticos y autopartes, crecimiento apoyado principalmente en la adquisición de empresas de capital hasta entonces de mayoría nacional;

· no existe ninguna evidencia de que se haya producido un downgrading de la estructura industrial o de la pauta de exportaciones, con concentración creciente alrededor de sectores productores de commodities intensivos en recursos naturales. La estructura industrial no se movió en la dirección de estos sectores y lo mismo puede decirse de la pauta de exportaciones, bastante concentrada desde la década anterior en commodities industriales y agrícolas.

Si bien las previsiones pesimistas sobre el cambio estructural en la industria y  su inserción internacional no se confirmaron,  es necesario reconocer que la dinámica industrial de los años noventa no fue capaz de poner en marcha un proceso significativo de la expansión de la capacidad productiva a través de nuevas inversiones, lo que compromete el incremento de las exportaciones.

En efecto, para las exportaciones brasileñas la década del 90 no introdujo ninguna alteración radical en relación al cuadro heredado de los años ochenta. En el nivel sectorial, el desempeño de la década del 90 introdujo escasas novedades; de hecho, la característica más destacada del período es el agotamiento del proceso de transformación estructural de la pauta exportadora, iniciado al final de la década del 60 y explicitado en la creciente exportación de productos manufacturados. En sus principales mercados de exportación, dichos productos continuaron perdiendo posiciones, acentuándose en esta década el proceso de pérdida de market-share registrada por los productos manufacturados brasileños desde mediados de los años ochenta.

El débil desempeño de las exportaciones durante 1999, luego de la fuerte devaluación de la moneda ocurrida en enero de dicho año, parece confirmar la hipótesis de que la falta de dinamismo de las exportaciones brasileñas es generalizada; un estudio reciente
 sostiene que “el bajo crecimiento de la producción y de la capacidad productiva fue una restricción central al crecimiento sostenido de las exportaciones de productos industrializados en la década del 80 y en la primera mitad de los años noventa”. 

En los años ochenta las importaciones fueron reducidas al “nivel de subsistencia”. Efectivamente,  en valores reales las importaciones de 1988 representaron solamente el 44,3% de las compras externas de 1980, concentrándose en petróleo y en materias primas. En 1990 el coeficiente de importaciones de la industria era del 4% con tendencia al crecimiento.

Para el conjunto de las industrias, entre 1990 y 1998 este coeficiente se incrementó del 4 al 13,3%, en función de la liberalización comercial. En realidad el coeficiente de importaciones creció intensamente entre 1990 y 1995, cuando pasó del 4 al 10%. Este salto se verificó en todos los sectores de la industria, pero fue particularmente fuerte en los sectores de bienes de capital mecánicos, material eléctrico, equipamientos electrónicos, cadena automotora y elementos químicos.

En el área de inversiones externas, la crisis de los años ochenta, a Brasil  prácticamente lo “borró del mapa” de los IDE: en 1991 el país recibió U$S 1100 millones, o sea, el 2,50% del total de los flujos recibidos por los países en desarrollo. La estabilización macroeconómica, la liberalización comercial unilateral, la consolidación del MERCOSUR como mercado doméstico ampliado y el aggiornamento   regulador llevado a cabo por el actual Gobierno –entre otras medidas, privatizaciones, concesiones, supresión de monopolios públicos…– son el origen de una rápida y fuerte reversión de esta tendencia observada a partir de 1995, cuando los flujos de IDE llegaron a U$S 4900 millones (casi cuatro veces el valor de 1993) para alcanzar en 1997 U$S 15300 millones y en 1999, U$S 28500 millones. 

En el plano político, la década del 90 se inició con la primera elección directa para Presidente de la República desde 1960. La elección se polarizó entre el candidato liberal, un ex gobernador de un pequeño estado del Nordeste, Fernando Collor de Mello, y Luis Inácio “Lula” da Silva,  ex líder sindical de São Paulo y luego presidente del Partido de los Trabajadores. El candidato liberal ganó las elecciones en la segunda ronda, fracasó en su tentativa de eliminar la inflación, abrió la economía brasileña al mundo  y fue separado del poder dos años y medio después, en un proceso de impeachment motivado por una avalancha de acusaciones de corrupción.

La crisis de gobernabilidad se mantuvo y el  proceso del impeachment  de Collor, pese a sus legítimas motivaciones, alentó nuevamente la parálisis de la actividad. La situación económica y el cuadro social se deterioraron, y se  acentuó el conflicto distributivo en un ambiente de hiperinflación. Al mismo tiempo, se redujo la capacidad de las instituciones políticas para canalizar y tratar los conflictos, en gran parte como reflejo del modelo consagrado por la Constitución de 1988, que privilegió al máximo la representación de las minorías políticas y garantizó su poder de veto sobre las políticas públicas, además de incentivar la multiplicación de los partidos políticos y, consecuentemente, la fragmentación de la representación. Además, esta Constitución también amplió el poder de veto de un gran número de actores minoritarios al transferir poder y recursos fiscales sustanciales a los Estados y municipios.

La emergencia de los Estados y municipios como actores políticos relevantes, absorbiendo funciones hasta entonces concentradas en el Estado Federal, como las relacionadas con las políticas sociales y  la política industrial, es uno de los trazos distintivos del escenario político brasileño en los años noventa.

La ampliación de la autonomía política, administrativa y fiscal de los gobiernos subnacionales constituyó un poderoso incentivo para que éstos intentasen llenar el vacío producido por la retracción del Gobierno Federal en el área de la política industrial. Por lo tanto, los Gobiernos Provinciales fueron en los años noventa actores especialmente importantes en lo que se refiere a atraer inversiones externas y domésticas, hecho que no dejó de causar una serie de conflictos entre Brasil y sus socios del MERCOSUR.

Ahora este cuadro de multiplicación de actores y de crisis de gobernabilidad, se consolida en el momento en que Brasil concluye un impresionante proceso de expansión de la incorporación política. El electorado brasileño que en 1950 era de 11 millones de electores, o sea, el 21% de la población, en 1998 alcanzaba a 106 millones de personas, es decir, dos tercios de sus habitantes. La explosión demográfica del electorado se produjo entre 1966 y 1984, casi coincidiendo exactamente con el período de vigencia del régimen autoritario (1964-1985),  configurando de esta manera la paradoja de un impresionante crecimiento  de la incorporación política en un período no democrático.     

No obstante, vale la pena recordar que aun en el período autoritario, la rutina de elecciones para el Legislativo no fue interrumpida, aunque solamente fuesen admitidos dos partidos (uno oficialista  y otro opositor) y hubiese una rigurosa selección, por el régimen, de los candidatos a puestos legislativos. Las manifestaciones políticas de oposición al gobierno autoritario fueron canalizadas a través del partido opositor  (MDB) pero también se expresaron mediante la multiplicación de iniciativas autónomas, ya sea  en el área sindical, en la asociación de moradores, etc. Estudios del final de la década del 80 ya registraban un impresionante crecimiento de las asociaciones de todo tipo, a través de las cuales la sociedad civil se organizaba y trataba de cambiar el Estado e influir en el gobierno.

La eliminación del índice elevado de inflación y la elección de Fernando Henrique Cardoso para la Presidencia de la República, ambos hechos ocurridos en 1994, marcaron el comienzo de una nueva etapa en la transición política. El nuevo gobierno tenía un programa con claras prioridades, varias de las cuales  para ser puestas en práctica exigían cambios en dispositivos constitucionales. Para viabilizar su agenda de reformas liberales en el ámbito  doméstico (privatización de servicios públicos,  interrupción de monopolios estatales,…), el Gobierno se apoyó en una base heterogénea de partidos, obteniendo en sus dos primeros años una serie de victorias en estas áreas.

Las negociaciones  largas y  deslucidas para aprobar enmiendas constitucionales que permitieran la reelección del Presidente de la República –que abrieron el camino para la reelección de Cardoso en 1998– debilitaron el poder del Presidente en sus negociaciones con el Congreso durante su segundo mandato. Además, la coalición formada para aprobar la agenda liberal no se sostuvo cuando el Gobierno trató de implementar su segunda etapa de reformas con énfasis en la previsión social y tributaria. Las nuevas propuestas enfrentaron varias coaliciones de bloqueo en el Congreso y fueron abandonadas o reducidas significativamente en sus ambiciones.  

La devaluación de la moneda con la crisis del Real de enero de 1999, sepultó el “populismo cambiario” del gobierno de Cardoso y debilitó aun más su gestión. La recuperación económica en 2000 y la relativa proximidad de las elecciones presidenciales de 2002 contribuyen para trazar un cuadro algo melancólico y complejo para el último año y para la sucesión del actual gobierno.

Cuestionando de diversas formas las reformas liberales, la crisis incentiva hoy  la prioridad concedida al ajuste fiscal y a las privatizaciones. También potencia las  posturas que rechazan todos los cambios y las nuevas opiniones políticas que aparecieron en la década del 90; posturas que apoyadas en una nostalgia de los años 70, pretenden reabrir todos los dossiers  de política, como si las alternativas que se ofrecen al país fuesen infinitas y sus posibilidades ilimitadas. 

Al comienzo de los años 90, Brasil concluyó una década de estancamiento de la renta per capita y de los indicadores de pobreza y crecimiento de la desigualdad. Al final de esta década, el perfil de distribución de la renta había presentado una mejora mínima, pero la desigualdad aún era impresionante. La pobreza, no obstante, volvió a retroceder, disminuyendo su incidencia relativa de 30,2% de la población en 1990 a 20,9% en 1997, con lo que se hace patente que en  Brasil es más fácil combatir la pobreza que la mala distribución de la renta y que el crecimiento económico no es una condición suficiente para la reducción de la desigualdad de la renta.

No es casualidad que en los años noventa el foco de la discusión sobre políticas sociales se trasladara del análisis del volumen de gastos al de  la calidad de dichas políticas. De forma general, se constató que Brasil no gastaba poco en el área social sino que gastaba muy mal y que solamente una pequeña parte de los recursos llegaba a sus públicos target. 

En el área de educación, este diagnóstico reveló una profunda revisión, con resultados positivos, que al final de los años 90 mostraba lo siguiente: entre 1992 y 1999, la tasa de analfabetismo cayó del 17,2 al 13,3% (en las regiones más desarrolladas, al Sur y al Sudeste, quedo por debajo de 8%) y el tiempo promedio de estudio de los brasileños pasó de 5,3 a 6,5 años. Además en 1999, el 96% de los niños entre 7 y 14 años estaba escolarizado, y este porcentaje entre los adolescentes de 15 a 17 años era del 78,5%. Para establecer una comparación, es bueno recordar que en 1992 estos porcentajes de escolaridad eran de 87% y 60%, respectivamente. 

En el origen de este cambio se observa una revisión de prioridades federales en el área de educación, pero también innovaciones institucionales como el Programa Bolsa-Escola (Programa Beca Escuela), implementado por el Gobierno del Distrito Federal a mediados de la década. Este programa paga a las familias de baja renta un auxilio mensual para cada niño que va a la escuela. Con esto, familias de escasos ingresos cuyos hijos eran enviados a las calles para conseguir algún dinero, tienen un poderoso incentivo para mantenerlos en la escuela. La experiencia del Distrito Federal sirvió de modelo para proyectos semejantes en otras unidades de la federación y hasta en otros países.

En el área de la salud la revisión de políticas aún no generó los mismos resultados, pero hay datos alentadores. La mortalidad infantil cayó del 4,4 al 3,4% en 1999, con grandes diferencias interregionales. El saneamiento básico continúa siendo, a pesar de todo, uno de los puntos débiles de las condiciones de vida de la población pobre, comprometiendo inclusive esfuerzos para reducir más drásticamente los indicadores de mortalidad infantil: la tasa de saneamiento ideal -indicador que toma en cuenta los índices de agua canalizada, la red colectiva de  desagüe y la recolección directa de residuos– aumentó de 53,8 al 62,3%, reflejando que al final de la década casi el 40% de los domicilios no estaban atendidos adecuadamente con relación al saneamiento básico. En este campo, hay grandes desigualdades regionales así como existen importantes discrepancias en estos indicadores, aun en el interior de regiones metropolitanas, como la de Río de Janeiro. En el caso del saneamiento, un imbroglio  regulador que alcanza Estados y Municipios bloqueó la política del Gobierno Federal de privatizar la prestación de servicios en estas áreas. En la mayoría de los Estados las empresas públicas de agua y desagüe, son ineficaces y tienen capacidad limitada de inversión para la expansión de las redes.

En la década del 90, se registró en Brasil un cambio social cuyos impactos se harán sentir durante las próximas décadas: una nítida reducción de las tasas de crecimiento de la población, en contraste con lo que se verificaba en las décadas anteriores. Este proceso ocurre simultáneamente con la reducción de los flujos migratorios rural-urbano o más exactamente rural-metropolitano. Estas dos rupturas simultáneas de procesos sociales fundamentales para la formación del Brasil actual, reducirán las presiones permanentes relacionadas con la absorción de amplios contingentes de personas que entran en el mercado de trabajo, pero generarán otros focos de presión económica y social asociados al proceso de envejecimiento de la población brasileña. 

Pero con seguridad los más impresionantes indicadores de la década del 90 en el área social, se refieren a la violencia que se consolidó como la principal causa de muertes de jóvenes en las grandes ciudades. En 1992, el 63% de las víctimas fatales de hombres registrados en la franja etárea de 15 a 19 años, era producto de la violencia (esencialmente homicidios y accidentes de tránsito), porcentaje que en 1998 llegó al 68%. 

Como consecuencia, ya a mediados de la década “la pirámide de edad en Brasil era la de un país en guerra, con falta de hombres jóvenes” 
 y la violencia urbana emergía como uno de los principales problemas sociales del país, ciertamente relacionada con la concentración de renta pero también asociada, en los años 80 y 90,  a la consolidación de una nueva forma de criminalidad organizada alrededor de las redes y reglas del tráfico de drogas.

Esta nueva forma de violencia es un fenómeno esencialmente metropolitano, muy diferente en su lógica y motivaciones del accionar de las bandas rurales organizadas de mediados del siglo XX y de la pequeña criminalidad urbana. Es en la periferia pobre de las grandes metrópolis, donde los problemas de pobreza y carencia de servicios básicos son más agudos, que se registran los mayores índices de violencia que involucran  esencialmente a hombres jóvenes.  

Entre los analistas del tema y quienes deben tomar decisiones, es escaso el grado de consenso  en cuanto a las causas de la violencia urbana y a los remedios para reducirla a niveles sociales y políticos tolerables. Están los que identifican en los factores económicos,  principalmente la pobreza y la desigualdad,  el origen de la violencia y de la criminalidad y quienes resaltan la dimensión política del fenómeno que, desde este punto de vista, sería consecuencia del contraste entre el debilitamiento, por un lado, de las instituciones estatales y de la policía y, por el  otro, del cambio en el padrón de criminalidad urbana, vinculada crecientemente a la emergencia y a la consolidación del tráfico de drogas. 

Finalmente, el abordaje social asocia el crecimiento de la violencia y de la criminalidad a la fragilidad de las instituciones responsables, por un lado,  de la protección de los derechos del ciudadano y, por el otro, del encauzamiento de los conflictos por medios legales y pacíficos. Ninguna de ellas explica aisladamente el fenómeno y todas ellas destacan algún elemento para el entendimiento de este nuevo tipo de criminalidad.

Una síntesis admisible de las tres explicaciones, redundaría en la siguiente línea de razonamiento: 

1. la desigualdad de la renta y de oportunidades, sumada a una alta “visibilidad de la privación relativa”
, en una sociedad que estimula en forma creciente y valoriza socialmente el consumo, crea un ambiente favorable a comportamientos anómicos;

2. la oferta de oportunidades de lucros inmediatos y de enriquecimientos relacionados con actividades ilegales muy rentables social y económicamente, canaliza estos comportamientos hacia el crimen organizado;

3. esta organización establece su poder sobre bases territoriales mediante el dominio de barrios y favelas específicos,  actuando como protector y benefactor de la comunidad allí donde el Estado no consigue ofrecer servicios básicos;

4. una policía corrupta, violenta y técnicamente incompetente origina las redes de criminalidad y/o la reproduce en los barrios pobres y favelas; aparecen así  las tradicionales prácticas de falta de respeto a los derechos humanos que quitan legitimidad a la represión al crimen.  Así, la población pobre se torna rehén de las relaciones entre la policía y el crimen organizado y esta lógica se reproduce de forma ampliada;

5. finalmente, como hay gran incertidumbre y ningún consenso sobre la “estructura del sistema de seguridad pública, particularmente sobre el papel del gobierno federal, de los gobiernos provinciales y municipales, pero también sobre el papel de la sociedad civil y del sector privado en el control y en la prevención de la criminalidad”, existe un gran vacío de iniciativas y de planes sólidos de la sociedad y de los gobiernos en esta área, lo que contribuye a la reproducción del problema en términos dramáticos crecientes.

Al final de los años noventa, se concluyó que los problemas de desigualdad de la renta no serán significativamente atenuados sólo con el crecimiento económico y también que se tornó claramente perceptible que los problemas de violencia y de criminalidad no se resolverán simplemente con la mejoría en los indicadores de distribución de la renta. Los desafíos sociales representados por esta desigualdad heredada del período de la esclavitud y por la criminalidad y la violencia urbana se tornan crecientemente importantes en la agenda política, al mismo tiempo que se  “autonomizan” como problemas sociales específicos y complejos.     

Para algunos autores la inserción  del tema de la violencia y de la criminalidad urbana en el marco de las acciones del tráfico internacional de drogas genera amenazas significativas no solamente para la seguridad nacional, sino también para el régimen democrático
, ya que el miedo y la inseguridad en las grandes ciudades dan al discurso represivo y punitivo una legitimidad creciente entre los segmentos de las clases media y alta. 

3. BRASIL EN EL MERCOSUR: MOTIVACIONES POLÍTICAS Y RESULTADOS ECONÓMICOS

A Brasil le corresponde cerca de las dos terceras partes  del PBI total del MERCOSUR. En esta condición su desempeño económico, sus políticas domésticas y su posición negociadora dentro del bloque condicionan estrechamente la evolución global del proceso de integración, su metodología y su agenda de negociaciones.

Por un lado el desempeño económico de Brasil y el trazado de sus políticas macro y microeconómicas ( sobre todo las políticas industriales y de comercio exterior), definen en gran parte la percepción -por los demás socios- de los costos y beneficios asociados a la integración. De estos factores depende en buena parte el surgimiento de tensiones entre los Estados miembros del MERCOSUR, así como la capacidad de éstos para absorberlas y administrarlas.   

Por otro lado, la posición negociadora de Brasil es seguramente uno de los principales factores que definen el perfil del MERCOSUR, a mitad del camino entre el área de libre comercio y la unión aduanera, con escasos mecanismos de institucionalización y poca discriminación positiva a favor de las menores economías del bloque.

Al analizar la participación de Brasil en el proceso de integración del MERCOSUR, dos aspectos deben ser considerados: la inserción del proyecto subregional en el papel de la política exterior brasileña y los impactos económicos atribuibles a la integración.  

3.1. El MERCOSUR en la estrategia política brasileña

En el plan de la política externa de Brasil, la continuidad prevaleció sin ambigüedades en las décadas del 80 y del 90, a pesar de los importantes cambios por los que pasó la economía y la sociedad. Desde los años 60, el paradigma global, hegemónico en la política externa brasileña  se mantuvo en esta posición y encuadró la política de participación de Brasil en el MERCOSUR y en las demás iniciativas de liberalización preferencial en curso, hecho de importancia primordial dado el peso que la voluntad política de los gobiernos nacionales tuvo en la génesis y en el dinamismo de estas iniciativas.

¿Pero qué es el paradigma global, que está en la base de la política externa brasileña? Es una visión de la posición brasileña en las relaciones internacionales que surge “de la articulación (...) de diversas influencias intelectuales: la crítica nacionalista  a la matriz americanista de política externa, generada en el ámbito del Instituto Superior de Estudios Brasileños – ISEB; la visión de CEPAL de las relaciones centro-periferia; y la tradición del pensamiento realista en las relaciones internacionales, en particular la concepción del sistema internacional como un ámbito anárquico”
. Según esta autora “al inicio de los años 60, la política externa encontraría en el eje Norte-Sur el espacio adecuado para el ejercicio de un papel protagónico por parte de  Brasil. El eje Norte-Sur posibilitaría al Ministerio de Relaciones Exteriores (...) encontrar en la diplomacia económica multilateral una misión organizacional específica: complementar las políticas gubernamentales de desarrollo industrial”.

En este paradigma, el papel central de la política externa es funcionar como “un instrumento para la resolución de problemas domésticos”
 o, dicho de otra forma, es crear espacio para la resolución de los problemas domésticos relacionados con la estrategia nacional de desarrollo industrial. 

Por lo tanto, en el paradigma global de la política externa brasileña la rivalidad con los EE.UU., principalmente en el continente americano, tiene lugar destacado y la creación de condiciones favorables al desarrollo industrial nacional es el último objetivo de la estrategia.

Desde el comienzo del proceso, el papel de la política exterior del Gobierno Federal fue decisivo en el trazado y en la implementación de la participación brasileña en el MERCOSUR. La integración subregional tuvo en su origen una motivación esencialmente política. Sin duda la presencia de este tipo de motivación es un requisito necesario  en cualquier proceso de integración, pero su papel en el caso del MERCOSUR fue aumentado especialmente en las etapas iniciales del proceso en que el bajo nivel de interdependencia entre los países del Cono Sur definía un cuadro donde eran escasos los incentivos económicos para la integración. 

¿Qué es exactamente para Brasil la motivación política del proyecto de integración subregional? En su origen, es decir, en los acuerdos bilaterales con la Argentina, en la segunda mitad de los años 80, ella se identifica con la transición del régimen militar al régimen civil, marcando una ruptura con las “ambivalencias previas de los gobiernos militares” en las relaciones con la Argentina, según Soares de Lima.

Además, la integración subregional representa la primera reacción brasileña a los nuevos desafíos de inserción externa provocados por la globalización y por la formación de “bloques” económicos regionales. Este contexto internacional emergente en la Posguerra Fría es sentido en Brasil como menos permisivo para las estrategias de desarrollo que el contexto vigente hasta entonces, y en él se reducen los recursos de poder a disposición del país en el sistema de relaciones internacionales. 

Por lo tanto, el MERCOSUR -y especialmente la redefinición de las relaciones con la Argentina– está solidamente anclado en la revisión de la estrategia internacional de Brasil. Esta inserción debe a la integración una posición destacada dentro del marco de referencia de la política exterior brasileña, pero también implicó que en Brasil la importancia atribuida al proyecto regional estuviera en función de la percepción de su capacidad para contribuir directamente al logro de los objetivos generales de dicha estrategia. 

Un ex Embajador de Brasil en Buenos Aires describió de este modo la relación entre el proyecto subregional y los ajustes en la estrategia externa de Brasil, dictados por los cambios en el ambiente internacional que hicieron de la mayor proyección externa de este país un imperativo del proyecto nacional de desarrollo: “ esta proyección comienza por la vecindad. El área prioritaria de actuación de Brasil está en el Hemisferio; dentro del Hemisferio, en América del Sur; dentro de América del Sur, en Argentina (...). La lógica de la integración pasó a relacionarse con los objetivos estratégicos de Brasil, de consolidación de un entorno regional que otorgue al país un peso internacional creciente y construya más oportunidades para la generación de empleo y riqueza (...) La integración deja de ser vista, así,  como una iniciativa puramente comercial. Tal vez ella no tuviese sentido para nosotros si el enfoque fuese exclusivamente comercial”
.

La inserción del proyecto bilateral, e inmediatamente subregional, en una estrategia externa en la que EE.UU. constituye un eje de “repulsión”
 y la creación de condiciones favorables al desarrollo industrial nacional es el objetivo final. 

A su vez, esta capacidad se evalúa a la luz de dos criterios básicos: 1.  el grado de convergencia (o divergencia) entre las políticas que concretizan los proyectos nacionales de desarrollo de los países miembros de los proyectos, y 2. el grado de convergencia ( o divergencia) en el área de política externa strictu sensu con relación al resto del mundo y en especial en las relaciones con EE.UU.

Por lo tanto, si la motivación política de parte de Brasil con relación al MERCOSUR  significa una garantía de estabilidad del proyecto, en el plano estratégico, su inserción en el modelo de pensamiento que rige la política externa brasileña condiciona el grado de absorción de este proyecto por los gestores de esta política a su compatibilidad con los componentes esenciales de aquel modelo: “el desarrollo de la capacidad industrial (como) condición indispensable para una actuación más autónoma del país en el sistema internacional” y el objetivo de aumentar el poder de negociación de Brasil frente a EE.UU. en el Hemisferio y especialmente en América del Sur
.

En contraste con el interés político atribuido en Brasil al proyecto subregional, los incentivos económicos asociados al mismo se perciben como limitados, principalmente en función de la asimetría del tamaño de la economía de Brasil y sus socios. De esta tensión entre elevada motivación política y restringidos incentivos económicos, surge una postura de participación en el proceso en que existe un compromiso estratégico con la integración subregional, pero este hecho no genera automáticamente la adhesión a propuestas de profundización de la Unión Aduanera, como tampoco implica la aceptación de iniciativas capaces de restringir el margen de libertad de los gobiernos federal y provinciales en las áreas de políticas de desarrollo.

En este sentido, la posición negociadora de Brasil es con seguridad el principal factor determinante  del actual perfil del MERCOSUR: una unión aduanera imperfecta, dotada de escasos mecanismos de institucionalización y frágiles instrumentos de disciplina de las políticas nacionales de los países miembros. 

Desde el punto de vista del proceso de integración subregional, lo más destacado en esta reflexión es el hecho de que el mismo no produjo mayores impactos sobre el trazado y la implementación del proyecto de desarrollo industrial nacional de Brasil. Éste se mantiene intacto, a tal punto que ni siquiera se combina con elementos de un proyecto industrial regional. Al contrario, en las negociaciones con los socios brasileños en el MERCOSUR, la afirmación del proyecto de desarrollo industrial nacional se expresa sistemáticamente como un proceso de competencia económica con los socios y casi nunca como cooperación.   

Un hecho digno de registro, no obstante, es que recientemente las percepciones brasileñas del MERCOSUR, están pasando por cambios nada despreciables. En el origen de esta inflexión, se encuentra principalmente el hecho de que la consolidación de las negociaciones del ALCA, actualiza entre los policy makers brasileños la preocupación con respecto a los riesgos de que el MERCOSUR se diluya dentro del proyecto continental. La carencia de acuerdos subregionales en diversas áreas temáticas y el comienzo de compromisos en campos tan importantes como el comercio de servicios, sugieren que estas preocupaciones están fundadas.

No resulta claro hasta qué punto esta revisión de las  percepciones podrá realmente producir una alteración profunda en la evaluación brasileña de los costos y beneficios de la integración y, especialmente, llevar a Brasil a negociar propuestas que restrinjan  el poder de la esfera nacional para la regional. 

De un lado, con la devaluación del real en Brasil en enero de 1999, gana fuerza en la Argentina la propuesta de adopción del dólar como moneda nacional y ,además,  en 2001 la concepción del MERCOSUR como una Unión Aduanera pasa a ser objeto de críticas entre los socios brasileños;  visiones que son observadas en Brasil como una amenaza frontal al MERCOSUR, principalmente por sus potenciales impactos políticos. 

De otro lado, anclada en un paradigma de política externa dominante desde hace décadas, la visión brasileña del MERCOSUR así como su relación con el ALCA está dotada de notable inercia y sostenida por una amplia coalición doméstica que incluye empresarios y sindicatos de trabajadores, además de un conjunto importante de formadores de opinión.

3.2. Los impactos económicos del MERCOSUR sobre Brasil

No obstante que la simultaneidad entre el proceso de integración subregional y la apertura comercial hacia el resto del Mundo torna prácticamente imposible “aislar” el efecto MERCOSUR, como factor condicionante de los cambios por los que pasó la economía brasileña en los años 90, no parece haber dudas de que la formación y la consolidación del MERCOSUR como bloque comercial y económico, contribuyó para inducir y acelerar los cambios que tuvieron impactos sobre: 

· los flujos de comercio exterior de Brasil, 

· los flujos de inversiones productivas dirigidas hacia Brasil u originarias del país, 

· el proceso de revisión de los regímenes reguladores aplicables al comercio e inversiones en Brasil,

· el proceso de reestructuración productiva de diferentes sectores económicos en Brasil, y

· la revisión de las estrategias empresarias llevadas a cabo por las firmas transnacionales y domésticas, en este período de intensas transformaciones estructurales y regulatorias.

En realidad, los impactos del MERCOSUR fueron muy heterogéneos, conforme se considere cada uno de los procesos y fenómenos arriba mencionados. Como era de esperar, sus impactos fueron mucho más directos e intensos en los flujos de comercio intrabloque que en el proceso de reestructuración productiva por la que pasaron sectores enteros de la industria, de la agricultura y de los servicios en la década del noventa.

Además, a medida que se pasa del análisis de los impactos más directos e inmediatos del MERCOSUR sobre la economía brasileña (impactos estáticos o comerciales) a la evaluación de los impactos estructurales o dinámicos del proceso de integración, éstos se tornan no solamente menos intensos  sino también marcadamente heterogéneos, de acuerdo con el tamaño de las empresas, sus sectores y el origen de su capital.

Finalmente, tanto los resultados de la interacción de la dinámica integracionista con la evolución macroeconómica como los de las políticas públicas, han sido ambiguos en términos de distribución intersectorial e intrasectorial de amenazas y oportunidades, asociadas al nuevo ambiente de negocios. Por un lado los grandes grupos nacionales y las empresas transnacionales estuvieron muy presentes en las negociaciones con los socios brasileños en el MERCOSUR y en la ALADI (Asociación Latinoamericana de Integración), y ejercieron una influencia decisiva sobre ellas en la defensa de sus intereses específicos. No es casual que las negociaciones comerciales en el MERCOSUR definieran claramente un perfil de participación de Brasil donde se resalta la preocupación hacia la protección de los sectores de bienes de capital, de automóviles, informática y telecomunicaciones con relación al resto del mundo (p.ej, las excepciones nacionales a TEC, el régimen automotor, etc.), sectores en general beneficiados por la política industrial y comercial brasileña.

También para algunos sectores y en especial para las grandes empresas asociadas a los mismos,  el MERCOSUR funcionó como un importante factor de compensación y de pérdidas de market share doméstico como consecuencia del crecimiento de las importaciones y de las oscilaciones del mercado doméstico, asociadas a los desequilibrios macroeconómicos vigentes antes y después de 1994. El papel del MERCOSUR en este sentido, parece haber sido particularmente relevante para grupos como bienes de capital y químicos/petroquímicos, bastante afectados por el crecimiento de las importaciones, pero que vieron sus exportaciones crecer significativamente para los demás socios del bloque.

Existen también evidencias de que los impactos del MERCOSUR para la economía brasileña alcanzaron a otros actores económicos además de las grandes firmas. De hecho, la creación de comercio generada por la consolidación del bloque comprendió empresas de diferentes portes y resultó parcialmente de la entrada de nuevas empresas en la actividad exportadora. Además, la economía y la sociedad brasileña como un conjunto, se beneficiaron con impactos sectoriales de la integración sobre la productividad de algunas industrias y cadenas productivas (el caso de cadenas agroalimenticias, como las lácteas) y sobre los niveles de precios domésticos aplicados por ellas. 

Estas observaciones señalan el hecho de que en Brasil los impactos del MERCOSUR se hicieron sentir sobre un conjunto diversificado de procesos, también influenciados por otros factores domésticos y externos al país. Es casi imposible aislar el “efecto MERCOSUR” en su origen o en la trayectoria seguida por estos procesos de cambio ocurridos en Brasil, pero en general los análisis hechos en el país tienden a disminuir los impactos del MERCOSUR sobre tales procesos, valorizando casi exclusivamente el papel de los factores domésticos en la definición de los ritmos y de la trayectoria de los cambios en curso. 

Según esta visión, los datos agregados de comercio y de inversiones directas internacionales se utilizan para refrendar este tipo de evaluación y aun más para sancionar una cautelosa estrategia negociadora de Brasil en el MERCOSUR. De hecho, esta postura de negociación, es compatible con la visión de que los beneficios derivados del libre comercio en la subregión son importantes, especialmente para los sectores manufacturados, pero que resultan pequeños los incentivos para la implementación de un modelo de integración que induzca a  

armonizar las políticas y a reducir las distorsiones competitivas policy-driven entre los países de la subregión. La cesión de soberanía en materia de política económica se restringe al establecimiento de la TEC y hay aún en Brasil una fuerte resistencia a colocar en discusión temas relacionados con la política industrial y con la llamada “agenda de profundización de la Unión Aduanera”, inclusive en lo referente a la estructura institucional del MERCOSUR.  

Nuestra hipótesis, sustentada sobre algunas evidencias y muchos indicios, es que los impactos del MERCOSUR sobre la economía brasileña se transmiten a través de una variada gama de mecanismos y procesos, que son independientes de la connotación positiva o negativa que se les atribuya y bastante más importantes de los surgidos directamente de los datos agregados de comercio e inversión conjuntos de Brasil y de sus socios del MERCOSUR. 

3.3. Síntesis de la economía política de la participación brasileña en el MERCOSUR

Cuando se analiza históricamente el proceso de formación de la posición negociadora brasileña en el MERCOSUR, llaman la atención dos aspectos: 

· en primer lugar, la posición nítidamente protagónica que los agentes del Estado y en especial el Ministerio de Relaciones Exteriores desempeñaron en la definición tanto de la relevancia estratégica del proyecto como de sus límites. La burocracia estatal estableció los parámetros de la participación brasileña y controló en esencia el proceso de movilización y de acceso a los mecanismos de participación;

· en segundo lugar, la creciente complejidad del proceso de formación de la posición brasileña en el MERCOSUR, derivada directamente del involucramiento de otros actores en la definición del “interés nacional”

Para entender el posicionamiento brasileño frente al MERCOSUR, y de forma más general frente a las negociaciones comerciales internacionales en los años noventa, es importante tener en cuenta un trazo distintivo de la dinámica de transformación ocurrida en Brasil en esta década, cuando se compara con el cambio producido en otros grandes países de Latinoamérica, como México y la propia Argentina. En Brasil la resistencia de los intereses empresariales, sindicales y burocráticos corporativos consolidados durante el largo y positivo período de industrialización proteccionista, trató de cerca la implementación en el país de reformas orientada para el mercado y para la liberalización.

Desde el punto de vista económico, el principal resultado de la pactada transición brasileña, cuyo único momento de excepción fueron los treinta meses del Gobierno Collor, fueron la permanencia de estructuras de protección  y de incentivos fuertemente discriminatorios en términos intersectoriales, que beneficiaron de forma general a los mismos sectores import-competing favorecidos por la política industrial y de apoyo a las exportaciones de las décadas anteriores (sector automovilístico, químico, electro-electrónico y de bienes de capital).  

En el plano de la política externa, la continuidad prevaleció con menos ambigüedad a pesar de los importantes cambios reguladores por los que pasó la economía brasileña. El paradigma global, hegemónico en la política exterior desde los años 60, se mantuvo en esta posición y encuadró la política de participación de Brasil en el MERCOSUR, hecho de primordial importancia por el peso que tuvo la voluntad política de los gobiernos en la génesis y en el dinamismo del proceso de integración. 

El último objetivo de este proceso está representado por la inserción del proyecto bilateral e inmediatamente subregional en una estrategia externa que tiene estos rasgos carácterísticos: 

· EE.UU. se constituye en un eje de “repulsión”, y  

· se crean condiciones favorables al desarrollo industrial nacional representa el último objetivo. 

Esto dio a la integración una posición sólida dentro del marco de referencia de la política exterior brasileña, pero también implicó que la importancia atribuida al proyecto regional estuviera en función de la percepción de su capacidad para contribuir con los objetivos generales de aquella estrategia.

En lo referente a la participación del empresariado industrial en el MERCOSUR, todos los sectores con grandes intereses en la agenda de integración ejercen fuerte influencia sobre el delineamiento y la implementación de la política comercial brasileña. Los principales sectores industriales envueltos con los temas de la integración subregional y con la agenda de negociación del bloque con otros países, especialmente los de la ALADI, son  import-competing, esencialmente preocupados en el mantenimiento de su market share doméstico. De alguna forma el crecimiento de las exportaciones de estos sectores para el MERCOSUR, representó para varios de ellos agregar el tema de acceso a los mercados externos a una agenda de negociación comercial esencialmente centralizada en la defensa del mercado doméstico. 

Las centrales sindicales brasileñas buscan influir en la dirección del proceso de integración reforzando su interacción con la burocracia estatal e identificando convergencias con los sectores industriales y agrícolas, y con las pequeñas y medianas empresas, dirigidas hacia el mercado interno. Al mismo tiempo que las centrales brasileñas intensifican su participación en los debates sobre temas como política industrial y agrícola, reconversión productiva y modernización tecnológica, sus esfuerzos enfatizan de forma creciente el diálogo y la búsqueda de coalición con el Gobierno Federal y con el empresariado nacional.  

La posición brasileña en el MERCOSUR resulta, por lo tanto, fundamentalmente de una determinada visión política gestada en el aparato del Estado (más específicamente en el Ministerio de Relaciones Exteriores), pero que se articula con intereses de sectores empresarios y sindicales en torno de la defensa de un proyecto nacional de desarrollo industrial. 

De la relación entre la política de integración vista desde Brasil y la percepción dominante en el país acerca de los incentivos económicos asociados al proyecto –percibidos como escasos, principalmente en función de la asimetría de tamaño entre Brasil y sus socios–, surge una postura de participación en el proceso en que existe un compromiso estratégico con la integración subregional, pero este hecho no genera automáticamente la adhesión a una propuesta de profundización de la Unión Aduanera, ni tampoco implica la aceptación de propuestas vistas como capaces de restringir el margen de libertad de los gobiernos (federal y provinciales) en las áreas de políticas de desarrollo.

La coalición nacional que sostiene implícita o explícitamente esta posición respalda en realidad toda la estrategia de negociación comercial de Brasil, en los diferentes foros en que ésta se manifiesta: en el ámbito del MERCOSUR, en las negociaciones del ALCA y en la Organización Mundial de Comercio. Por lo tanto,  su actuación supera el objetivo subregional del proceso de integración, sugiriendo que la postura brasileña en el  MERCOSUR no deriva necesariamente de una evaluación económica comercial de los incentivos para profundizar la integración,  sino más bien de una política de percepción de las diferentes dimensiones (económica y política) de la integración 
.     

4. LOS DESAFÍOS DEL NUEVO MILENIO Y TRAYECTORIAS ALTERNATIVAS DE EVOLUCIÓN

4.1. Balance de una transición incompleta

No quedan dudas de que las décadas del 80 y del 90 son momentos de un mismo proceso de transición, que se inicia en los años 80 con la crisis de legitimidad del régimen autoritario y con las crecientes demostraciones de que se agotaba el modelo de desarrollo consolidado durante las últimas décadas. Este modelo se caracterizaba esencialmente por el papel central del Estado en la producción de bienes y servicios, en la reglamentación de las relaciones entre los agentes económicos privados (inclusive entre agentes domésticos y externos) y en la administración de las relaciones entre el capital y el trabajo. El lado económico de este modelo estaba constituido por la provisión estatal de servicios públicos y de bienes básicos e intermedios, el control del acceso de las empresas al mercado doméstico, la protección indiscriminada a la producción local y la distribución de subsidios a la inversión y a la producción. 

Si los años ochenta pueden  definirse como aquellos en que está explícito el agotamiento del modelo y en que fracasan las tentativas para una transición negociada en el campo económico –fracaso cuyos principales síntomas son la intensificación de los conflictos distributivos y el agravamiento de la crisis macroeconómica–,  la década del noventa está marcada por movimientos que caracterizan la tentativa de definir un nuevo marco para retomar el desarrollo económico. El paradigma liberal y la orientación para el mercado, con varias adaptaciones y calificaciones, orientan la definición del nuevo modelo; son característicos de este proceso el control de la hiperinflación, la privatización, la apertura comercial y el desvío de la acción económica del Estado  tanto de la producción directa como de la tutela de los agentes privados para la reglamentación de las actividades no estatales. 

Aun en el campo económico, donde la transición logró avanzar más, no se puede decir que las reformas liberalizantes hayan alcanzado un grado de irreversibilidad en muchos de sus componentes. La resistencia de los intereses empresariales, sindicales y burocráticos consolidados durante el largo y relativamente bien sucedido período de sustitución de importaciones actuó como una fuerza “moderadora” de las reformas orientadas al mercado. Una de las consecuencias de la pactada transición económica en Brasil fue la persistencia, después de las reformas, de estructuras de protección y de incentivos fuertemente heterogéneos, que benefician grosso modo a los mismos sectores industriales favorecidos por el Estado en la etapa de desarrollo proteccionista. Otra consecuencia es el peso con que lograron mantenerse las visiones de políticas económicas intervencionistas y proteccionistas lograron, mediante la acción de formadores de opinión y formuladores de política. 

En la política el pacto esencial para el inicio de la transición reunió, a mediados de los años ochenta, a un conjunto heterogéneo de partidos y fuerzas políticas y fortaleció características desestabilizadoras del sistema político, heredadas de las décadas anteriores.  Esto con certeza no favoreció en nada, en la década del noventa, la profundización del proceso de consolidación de la institucionalidad democrática y la formación de consensos políticos en torno al cuadro de restricciones –internos y externos– en que el país formula su proyecto de desarrollo, así como de los elementos que compondrían el nuevo modelo. De ahí la sensación reforzada por la multiplicidad de visiones heterogéneas de que cualquier propuesta política es posible, cualquier proyecto tiene sentido y ninguno de los cambios ocurridos en la década del noventa es irreversible. La multiplicación casi inagotable de los posibles futuros escenarios, es por cierto una de las fuentes más importantes del fenómeno de parálisis hiperactiva así como una de sus principales consecuencias.  

Sin duda la superación de la hiperinflación en 1994 y la definición del primer Gobierno Cardoso de una clara agenda de políticas con prioridades explícitas, contribuyó para delimitar el campo de lucha política por lo menos hasta 1998. No obstante, con la pérdida de aliento del Gobierno a partir de 1999 y de 2000, y las perspectivas de las elecciones presidenciales de 2002, vuelve a abrirse el abanico de opciones y la disputa política se da, en realidad,  en torno a la definición de aquello que debería ser una agenda de políticas en Brasil.    

La dimensión social es el campo en que los trazos de continuidad entre las décadas del 80 y del 90 son más fuertes: “congelamiento” de elevados niveles de distribución de la renta, alguna reducción de los índices de pobreza y el peligroso agravamiento de los fenómenos de la violencia y de la criminalidad metropolitanas, ahora comandados por la lógica del crimen organizado y del tráfico de drogas.

El hecho es que la simultaneidad de la transición para una democracia de masas y para un sistema económico más orientado al mercado, en un contexto de elevada desigualdad de renta y de frágil institucionalidad, inclusive en el área política, hizo de las dos últimas décadas un período de incertidumbres e idas y vueltas. Los desafíos que Brasil enfrentará en los próximos veinte años son tributarios de las opciones realizadas y no realizadas en estas últimas dos décadas.

En un país cuya vida política viene marcada por el fenómeno de la parálisis hiperactiva, el principal desafío de este inicio de milenio es el de obtener, entre las principales fuerzas sociales, un nivel razonable de consenso en torno no sólo de lo que deberían ser los componentes centrales de la agenda nacional de políticas, sino también de los medios social y económicamente aceptables para implementar esta agenda.   

Alguna convergencia se viene generando en los últimos tiempos en relación a la importancia de compatibilizar crecimiento económico con baja inflación. Un proceso semejante ocurre con la agenda de competitividad identificada como prioritaria por un número creciente de actores relevantes, destacándose que el tema de los desafíos instalados por el nuevo orden económico internacional (la globalización) comienza a ser digerido por la clase alta brasileña. También la agenda de reducción de la pobreza y de las desigualdades sociales parece formar parte de un posible nuevo consenso. Como se observó, la agenda social se torna en los últimos años crecientemente autónoma en Brasil y hay pocas dudas en cuanto a la necesidad de tratarla como tal.   

4.2. Brasil: de los desafíos del presente a las trayectorias alternativas del futuro

El bajo nivel de convergencia sobre los desafíos fundamentales que debe enfrentar Brasil en las primeras décadas del nuevo siglo, otorga un papel relevante a la elaboración de ejercicios prospectivos; en efecto, en este sentido se hace necesario realizar un mapa de las trayectorias alternativas de la evolución social posible, ya sea  porque están asentadas en tendencias estructurales de la economía y de la sociedad brasileñas, y/o porque resulten identificables en sus tendencias y características emergentes.

De este análisis surgen claramente cuatro trayectorias alternativas:

1. En la primera de ellas, el patrón errátil  y oscilante  que caracterizó la economía y la política en los últimos veinte años prevalece y hasta se acentúa. El país evoluciona lentamente, y hasta cierto punto inconscientemente, hacia un cuadro de crisis endémica y regresión social. 

La economía brasileña avanza pero a ritmo lento en comparación con el resto del mundo y se observa el gradual retroceso del proceso de apertura comercial, fruto de una mezcla de reacción a la globalización y de la tentativa de lidiar con la restricción externa al crecimiento. La postura dominante en Brasil con relación al MERCOSUR es  este panorama de creciente desinterés. En realidad, éste es apenas el síntoma de una fuerte tendencia al autoaislamiento con relación al ambiente internacional, al cual se le atribuye el origen de buena parte de los problemas internos.

La principal razón para el débil desempeño del país en ese período, es la dificultad para crear un consenso que permita avanzar con rapidez y voluntad en las reformas del Estado y de las instituciones, sea a lo largo de una trayectoria liberal  o dentro de un paradigma de  neodesarrollo. Las reformas se realizan más lenta y tímidamente, siempre a costa de “sustos” y limitadas a solucionar problemas que se encontraban en etapa de emergencia.

El país convive con un proceso de deterioro institucional y de la capacidad del Estado de imponer ley y orden, que lleva a un aumento de la violencia en el campo y en las ciudades. En particular, la falta de legitimidad política –resultado del bajo crecimiento, del cuadro de desigualdades y de la falta de solución de los problemas estructurales– favorece el avance de la corrupción y del crimen organizado. Se trata esencialmente de la aceleración del proceso de deterioro de las dos últimas décadas, con un cambio cualitativo importante: actividades ilegales y criminales se tornan una alternativa económica para parcelas significativas de la población y hacia dichas actividades se canaliza parte no despreciable de la capacidad de entreepreneurship existente en la sociedad.  

Este escenario se caracteriza por el desánimo de la sociedad civil con respecto a un Estado débil, desarticulado e incapaz de atender las demandas sociales y por la virtual quiebra de instituciones como el poder judicial y la policía. Junto a sectores sociales y económicos modernos ampliamente integrados a una economía y cultura global, conviven grandes contingentes de población que trabajan en la informalidad y con baja productividad, tienen escasa instrucción.  

2. Una segunda trayectoria se basa en la hipótesis de superación de las dificultades que actualmente obstruyen la consolidación de la estabilidad y bloquean la posibilidad de  retomar el desarrollo, llevando a una amplia recuperación de las condiciones políticas, económicas y sociales de gobernabilidad, basada en el fortalecimiento del Estado nacional. El Estado es, claramente, el conductor del proyecto de desarrollo que aquí denominamos neodesarrollo nacional, no solamente porque las iniciativas políticas más importantes y de alcance estratégico son de su autoría, sino también porque él emprende un movimiento de profunda reestructuración y modernización interna, sin equivalencia en la sociedad civil.

A pesar de que el Estado ha heredado de etapas anteriores una tradición de intervencionismo en las relaciones económicas y sociales, la trayectoria definida por este escenario no es una reproducción de otras situaciones en que el Estado central lideró procesos de reorganización de la vida nacional. En realidad, en este escenario la actuación del Estado central se produce dentro de un cuadro de condiciones internas y externas mucho más restricto que el vigente en etapas anteriores. Globalización y compromisos multilaterales y regionales, restricciones fiscales, surgimiento de nuevos actores en la escena política doméstica (como por ejemplo, las OGN) y consolidación de las instituciones democráticas, son algunas de  estas condiciones.

En términos de modelo de desarrollo, el escenario sugiere la consolidación de un neodesarrollo, nítidamente más cosmopolita y abierto al mercado y a la sociedad civil que el modelo autárquico y autoritario de los años setenta, pero que hereda de éste la visión de que solamente un Estado central fuerte es capaz de administrar las tensiones y aumentar los beneficios de un país continental, heterogéneo y desigual. Esta concepción está reforzada, al final de la década del 90 y a comienzos del siglo XXI  por un  pesimismo con respecto a la globalización y a la retirada del Estado de la esfera productiva, que vendrían a agregar nuevas tensiones a las heredadas de los períodos históricos anteriores.  

En este escenario la funcionalidad del MERCOSUR está evaluada exclusivamente por su capacidad para contribuir, en el plan económico y de las negociaciones internacionales, a un proyecto nacional. La visión dominante con relación al MERCOSUR abre escasos espacios para iniciativas y conllevan la imagen de cesión de soberanía económica y política.

3. Una tercera trayectoria de evolución se caracterizaría esencialmente por la consolidación de un modelo de capitalismo liberal al estilo norteamericano y por la ruptura radical con la tradición intervencionista y tutelar que caracterizó el modelo dominante de desarrollo durante casi toda la segunda mitad del siglo XX. Éste es un cuadro que caracterizaríamos con la denominación  triunfo del mercado; en el mismo la actuación directa del Estado se concentra en actividades que le corresponden por definición y su acción se torna casi exclusivamente reguladora.

En el plano económico, el país tiene altas tasas de crecimiento, basadas en un vigoroso comercio externo y en fuertes ganancias de productividad. Una amplia liberalización comercial y financiera define el padrón de inserción internacional del país, posibilitando la integración de los mercados locales de crédito y de capitales a los de EE.UU.

La visión hegemónica con relación al MERCOSUR se subordina a la prioridad concedida a la apertura multilateral y a la integración financiera con los países del Norte. En esta perspectiva, el ALCA adquiere elevada funcionalidad para la consecución de los objetivos nacionales y no hay mayores restricciones con respecto a la constitución de una zona monetaria dolarizada en el Continente.

El crecimiento económico reduce la pobreza, pero el modelo de desarrollo mantiene y hasta amplía los niveles de desigualdad de la renta. Una característica fundamental de este modelo es la acumulación de tensiones sociales derivadas de estas evoluciones económicas, tensiones que tienen dificultades para expresarse en el plano político institucional y que se manifiestan a través de las explosiones localizadas de rebeldía y del crecimiento de la criminalidad y de la violencia urbana. La reacción de las clases altas en este escenario es al mismo tiempo defensiva y ofensiva  -proliferan lujosos barrios cerrados-,  la policía está fuertemente equipada para enfrentar disturbios de orden público y se implanta la pena de muerte para crímenes violentos.      

4. Finalmente, una cuarta trayectoria, que podríamos denominar modernización descentraliza, tiene por base un modelo de economía abierta, que se dirige  fuertemente a la integración regional y a una progresiva descentralización política y administrativa del país. En esta trayectoria se profundiza el proceso de descentralización y de devolución del poder a los gobiernos subnacionales con reducción concomitante del papel de la Unión, al mismo tiempo en que surgen nuevas instituciones supranacionales, destinadas a transformar el MERCOSUR en el núcleo de una comunidad de países sudamericanos.

En el plan económico, hay una valorización del mercado y de la iniciativa privada, moderada por criterios de cohesión social, con sensible aumento de la competencia. El país se abre para experimentar  nuevas formas de organización de la actividad económica, con el surgimiento de una amplia red de pequeñas empresas que se benefician con los avances de la tecnología informática para actuar agresivamente en los mercados doméstico e internacional.

En este escenario la relativa erosión del poder del Estado nacional se produce en beneficio no solamente del mercado, sino principalmente de instancias subnacionales del gobierno, de asociaciones civiles y comunitarias con actuación local y de instancias supranacionales. Se consolida gradualmente en Brasil una visión del MERCOSUR como proceso fundamental para la realización de aspiraciones y objetivos económicos, políticos y sociales que hasta el inicio del siglo XXI eran percibidos como la razón de ser del Estado nacional. Varias decisiones concretizan el surgimiento de esta nueva visión: Brasil pasa a desempeñar un papel de liderazgo benévolo en el MERCOSUR y en Latinoamérica, constituyéndose en el principal portador de un proyecto de integración económica y social equilibrada, en que temas como criminalidad, medio ambiente y derechos sociales forman parte de la agenda, tanto como el libre comercio y la integración de las infraestructuras. Esta visión, no obstante privilegiar claramente a América del Sur como espacio de proyección política y económica de Brasil, acepta sin dificultad una relación abierta con el ALCA y  con la Unión Europea.

5. COMENTARIOS FINALES
Brasil llega al inicio del nuevo milenio después  de dos décadas de débil crecimiento económico, mucha excitación política –que dificultó la construcción de consensos básicos con relación al modelo de sociedad que se pretende construir– y un cuadro social deplorable. En este período Brasil vio deteriorarse su posición económica relativa frente a países desarrollados y a los emergentes asiáticos y aun cuando Brasil vuelva a crecer aceleradamente y  en 2020 detente una renta per capita  más de dos veces superior a la del año 2000, la misma será igual a la de España en 1997, en términos de poder de paridad de compra.

Esto solamente ocurriría en caso que se confirmen las hipótesis más optimistas acerca del crecimiento de Brasil en las próximas décadas. Como sugiere el ejercicio de prospección antes realizado, nada garantiza que tales hipótesis se concreten y que el país sea capaz de superar los obstáculos que están en el origen del mediocre desempeño de los últimos veinte años. Al contrario, la trayectoria de crisis endémica y regresión social contempla la posibilidad de que prevalezcan incertidumbres  e idas y vueltas, bajo crecimiento y deterioro político y social. No son pocas las probabilidades de que se establezca tal escenario, pues aún no se alcanzó en Brasil un grado razonable de consenso en torno de lo que deberían ser los componentes centrales de la agenda nacional de políticas, así como los medios aceptables para implementar esta agenda. En este cuadro gana fuerza la hipótesis de que se perpetuarán situaciones de impasse y formas precarias de resolución de conflictos, generando deterioro de las instituciones y de la legitimidad democrática.

Entre los escenarios virtuosos, el neodesarrollo nacional es el que hoy presenta mayores probabilidades de concretarse, pues representa una forma de resolución de los conflictos actuales que tiene sólidas raíces en la tradición brasileña, tanto en términos económicos como políticos: la presencia del Estado nacional como instancia de mediación de los conflictos sociales y económicos y de coordinación de las iniciativas estratégicas de interés de las clases altas. Por estas mismas razones, la trayectoria que denominamos triunfo de los mercados parece menos probable al presuponer una ruptura radical con las formas de gobierno tradicionales de Brasil, lo que generaría grandes resistencias en diferentes sectores  de la sociedad. En la actualidad, la trayectoria de modernización descentralizada supone ruptura apenas parcial con el paradigma de políticas dominantes en Brasil y gana verosimilitud como modelo de absorción, por el país, de fuertes tendencias a la internacionalización de los mercados y a la erosión de los Estados nacionales.
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� Si la pequeña dimensión de los mercados de otros países fuese el factor explicativo más relevante de la postura moderada de Brasil en el MERCOSUR, se podría esperar de este país una adhesión más entusiasta al proyecto de formación del ALCA, dado el potencial de acceso privilegiado a grandes mercados nacionales implicados  en esta nueva propuesta. Como se sabe, tal entusiasmo no existe, lo que sugiere la capacidad del factor “tamaño del mercado” es insuficiente para explicar la postura negociadora de Brasil en procesos de integración, en particular  para el caso del  MERCOSUR.
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